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- Sociedad ten general: La sociedad o compañia es un contrato a virtud 
del cual varías personas estipuhn poner un capital u , ttros efPctos en común, 
con la finalidad de repartirse er.'tre sí las g~Jancias •, pértlio as que resulte11 
de la especulaéión. (Art. 2079). 

En toldos los órden-es de la actividad humana as acon~ .ejable la comu­
nidad de es.fuerzos como garantía de éx·ito; pero más aconsejable es tratándo-· 
se de la industria minera, aleato!".ia .en extremo; sometida al azar, peligrosa ¿'l. 

todo sentido. Es por esto que desde antiguo se estimuló la fundación de com ­
.pañías mineras, a fi.ll'l de que unido el esfuerzo de varias personas, acumula­
dos unos fomios y en una solidarhlad d·e voluntaues se haga frente a las con­
t!ngendas de Ja inldustria. 

La legislación española antigua decía a. este respecto : Siendo la com­
pañía de grande proveeho y utilidad al laboreo de las minas, pues es más fá­
cil que se determinen a él entre muchos concurriMdo cada uo.1o con parte de 
su caudal, o porque no siendo suficiente el de uno solo para grandes empre­
sas, puede serlo el de todos los compañeros, quiero y mando que se procuren, 
promuevan y protejan semejantes compañías particulares y generales por to-
dos los términos convenientes . ..... (Orden•anzas de Minería, Tít. 11 NQ 19. ,_ 

En este criterio se inspiraron los legisladores antioqueños, y ofrecieron 
las mayores facilidades para aquel concurso de esfuerzos y de voluntades, pues 
permitier'<>n que las minas se pudieran elaborar por medio de las sociedades 
entonces conocidas tanto en el Código Civ-il como en el Comercial, a saber: 
colectivas, en comandita y anónimas (Arts. 463 C. de C. y 2087 C. C.); ade­
más, adoptar on y reglamentaron la compañia ortlinaria de minas, tipo especial 
que no se encuerutra en la legislación antigua española awn cuando sí se vis­
lumbra en ella su génesis. (Art. 247). 

Instituido en nuestra legislación un nuevo tipo de sociedad, la de res­
ponsabilidad limitada, es claro que también él puede servir de vehículo para 
sistematizar la explotación de una mina . 

(~). Capítulo de la obra "Lecciones de Derooho Minero Colombiano" que­
aparecerá en breve plazo y que está a;uspiciada por la Universi'dad Católica Bo­
livariana. 
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El Código de minas entra a definir cada una de aquellas sociedade3, 
como se ve: 

De la socie'dad colectiva dice exactamente lo que expresa el Código Ci­
vil: es aquélla en que todos los socios administran por sí o por un mandatario 
el-egido de comÚI.'l acuel~do (Arts. 248 del C. de M. y 2087 del C. C.). Quizá no 
es ésta la ICat·acterística principal de esa sociedad, y parécenos que para h 
defin ición se ha debido adoptar alguna otra relacionada con la responsabilidad, 
así como la definición de socied:td anó.:-Lima se tomó de la responsabilidad ,Je 
los accionistas, y la ded'iniclón de la sociedad en comandita se tomó tambié 1 

de esa responsabilidad. 
De la sociedad €1:1 comandita dice el Código de Minas que es aquella "n 

que uno o más se obligan solamente hasta la concurrencia de lo que hubie · 
ren aportado a la sociteda:d y exactamente esto dice el Código Civil. (Ar t<>. 
249 del C. de M. y 20117 del C. C.) . 

Y de la sociedad anónim'l dice el Código de Minas que es aquella en 
que el feudo social es suministrado por ·accionistas que sólo son responsa­
bles por el valor de sus acciones, y no es conocida por la designacién de in ­
dividuo alguno, sino p()t el objeto a que la sociedad se deatina. Y esto es !o 
que expresa el Códi,go Civil. (Arts. 250 del C. de M. y 2087 del C. C.). 

Esta definición fue modif1cada por otra según la cual la sociedad anó­
nima es una persona jurídica formada por la reunión de un fondo común su­
ministrado por accicni;stas que sólo son responsables hasta el monto de sus 
aportes, administrada por mandatarios revocables y conocida por la designa ­
ción del objeto de la empresa. (Ley 26 de 1922, Art. 4'?.). 

Y e~presa este artículo que también podrá emplearse .como denomin:)­
ción •de la sociedad el nombre y apellido o el so1o apellido de una o más 
personas naturales, adicionados con las expresiones compañía, o hermanos, o 
hijos, seguidas eso sí dE! las iniciales S. A. que quieren decir sociedad anónim:t. 

Y como tratamos de sociedades anónimas, merece la pena de anotar que 
ellas están someti'das hóy a un co:~trol, que se ejerce desde una oficina depe~t­
diente del Gobierno, llamada Superintendencia de Sociedades Anónimas, en­
ca!'gada especialme1.1te de ver que se cumplan las leyes relacionadas con esas 
entidades. (Ley 58 de 1931). 

En cuanto a la compañía de responsabilidad limitada, que es un ti;>:> 
medio entre la a,;::~ónim.a y la colectiva, es aquélla en que la responsabilida:i 
de los socios está 1irnita·da por 'los aportes, y en que la administración corre:;¡­
ponde a todos los socios y a cada uno de .ellos, los que pueden ejercerla por SJ 

o por medio de delegados, sean socios o extraños. Se abre paso esta clase d~ 
sociedarl, en la cual se atiende a factores de índole comercial y a otros de .ín­
dole particular, pues allí se encuentra la asociación de -capitales al lado de la 
asociación de personas en constante cQntacto, por lo cual ese tipo de socieda'i 
va siendo muy preferido en el pais. (Ley 124 de 1937). 

De la sociedad ordinaria hablaremos adelante . 

.A:dvierte el Códi,go qu.e las compañías distintas de las 011dinarias se re­
girán primeramente por sus estatutos, lo que es o:Jatural, y en su defecto, por 
las normas del Código Civil que :;:e encuentran en el título 27, y no en el 2~ 
como dice el Código dE! Minas, refiriéndose al antiguo Código Civil que regla 
en el Esta'do de Antioquia. (Art. 252}. 
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Esto quiere decir que las compañías de cuaLquier clase que se funden 
para elaborar minas, son de carácter civil y no de carácter comercial, lo que 
no es cosa intdif.erente, pues e,ntre alguna:s de é'stas, y sus correspondientes del 
Código Civil, hay ·diferencias sustanciales: tal por ejemplo, en la colectiva co­
mercial es de la esencia que los socios sean solidariamente. responsables ante 
terceros, mientras que esa solidaridad no existe en las colectivas civiles; la 
colectiva civil -otro eje,mplo- es un contrato consensual; mientras que la C:'l ­

lectiva comercial es un contrato solemne. 

~ciedades extranjeras: Conviene que digamos en esta parte alguna co­
sa relacionada con la incorporación de las compañías extranje¡ras en el régi·­
men legal del país, ya que son muchas las de esta clase que se ocupan en ·ne-
gocios mineros. . 

Los decretos legislativos números 2 y 37 de 1906 tratan minuciosame,n­
te de la materia, y contienen disposiciones sobre los pasos que debe dar Ul'la 
sociedad domiciliada fuera del pais y que aspire a establecer una dependen­
cia en el territorio colombiano. Alli se encuentra todo lo relacionado con ;a 
protocolización del documento de funtiación, de los estatutos y de los poderes 
del representante de la compañia, con las ccndiciones que deben llenar estos 
documentos, con la representación de tales sociedades en el país, con las fa­
cultades de los representantes etc .. Mas es punto céntrico de esas disposicio­
nes una que dice que corresponde al poder ejecutivo declarar cumplidos por 
parte de las compañías extranjeras los requisitos de que tratan tales disposi­
ciones. 

Al Gobierno Nacicoal se le presenta toda la documentación a que s~ 
refieren aquetllos decretos, y una vez que tal documen·tación está corriente, el 
Gobierno prom.m~ia una resolución declarando cumplidos por parte de deter·­
minada compañía los requisitos oue se le tienen exigidos en el país, resolu­
ción que se hace publicat· en el Diario Oficial. El Gobierno, pues, es árbitro 
en el prese~1te caso, según los términos de ese mandato legal. 

Si el Gobierno y sólo él tiene esa facultad, la de declarar que determi­
mida compañía puede incorporarse en la vida civil de la República, porque 
su documentación es completa, seria lo natural y justo que a la respectiva 
sociedad no se le exigiera cosa distinta de aquella resolución para establece~ 
su represen.ta'Ción y su existencia. No obstante, es común que en juicio a una 
compañía extra.Jtjera se le exija ~'lo sólo la resolución del Gobienno, que es 
documento de excepción, sino toda la documentación que ya había sido pr~ 
sentada al ejecutivo. Y o.tra cosa: se le exige la documentación y se descalifi­
can documentos que ya el Gobierno había aceptado. 

Pero algo más: el Gobierne, y también va1·ios jueces y tribunales, apli­
can rigurosamente aquellos decretos de 1906, en los casos de existencia y re­
presentacié•:l de sociedades extranjeras, no obstante que el Código judicial, 
ley posterior a los citados decretos, dice en su Art. 272 que las compañías col'l 
domicilio en .otros países serán representadas por los apoderados aquí cons­
tituidos, para lo cual han de protocolizar en la notaría del respectivo circuíb 
un certificado en que conste la existe.TJ.cia le.gal de la sociedad y el nomb:-e 
de la persona que represente a ésta en Colombia. Certificado al cual no se !~ 
haée caso. 

Y no obsta•1te esto, que, como se ha dicho modifica la doctrina de Jos 
decretos legislativos de que se ha hablado, éstos se han venido aplicando ri-
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gurosamente, y a las com:pañi~ extra•:tjeras se les hacen en JUICIO todas la~ 

exigencias de. esos decreto:;, sin tener en consideración lo dispuesto en el C1-
digo Judicial, que es posterior y que es más favorable para tales compañías. 

Las cosas han variado un poco, según el decreto 65 de 1941, del ejecu­
t~vo nacional, pues a virh1d de él ya la documentación que antes se pr~sen · 
taba ante el Gobierno, se debe presentar hoy ante la Superintendencia de So . 
ciedades Anónimas, y es ésta entonces la que debe definir que una compa­
ñía extranjera cumplió los requisitos para poder actuar en el país; pero que­
da en pie la cuestión desarmónica segúo.l la cual esas compañías deberán pre­
sentar hcy su documentación ante la Superintendencia, sin que el permiso 
que ésta conceda para poder actuar El!l el país sea su1lciente ante jueces y 
magistrados, quienes posiblemente ex igirán en juicio no sólo la r~soluciét:1 rJe 
la Superintendencia, sino la documentación que ya fue presentarla una vez 
ante esa oficina. Puede suc:eder, sin embargo, que las cosas no se exageren, o?n 
vista de que el decl'eto 65 ya cil.:ldo, dice que el certificado que expida la su .. 
perinteo:rdencia "será suficiente para todos los efectos legales"; mas es fác 1 
tambiérí que jueces y magistrados no concedan mucho valor a este mandatn, 
por tratarse de un decreto ejecutivo. 

¡SOCIEDAD ORDINARIA 

- Objeto de la socied.ad: Fue en el Código de Minas de Antioquia, adop­
tado por la Nación, donde por primera vez se habló de la Sociedad Ordinar ia 
de Minas, y se la reglamentó. En la ley 28 de 1864, del mis-mo Estado d~ An­
tioquia, se dictaron norm:as sobre una especial compañia miuera, sin que ~e 
le diera nombre, y sólo a virtud de esas normas se podía:1 elaborar minas ea 
eompañía, sistema restrinj~ido que fue cambiado por el actual Código dando 
campo a que €lSa elaborac,ión se pudiera realizar por medio de todos los tipos 
de sociedad existen~s en1;onces, y ·por el de compañía ordinaria, que allí ~ ·~ 

personificó por primera vez. P~ro como lo hemos dicho at1·ás, en la legisla· 
ción española alcanzan a vislumbrarse: los priocipios básicos de la sociedai 
ordinaria. 

El Código define así lo que son las sociedades ordinatias de minas: las 
que se forman comúnmente para el laboreo de las minas, sin los requisitos ne­
cesarios para que puedart considerarse como de alguna de ~¡¡.s otras clases 
(Art. 251) . La jurisprudencia las ha considerado como comunidades sui-gé.1erts 
organizadas; algunos han llegado a mirarlas como sociedades de hecho. Estas 
discrepancias, eminentemente especulativas, no conducen a nada. Las com· 
pañlas ot•dinarias son socieddes por definición legal. Si tienen düereocias con 
las sociedades de derec'ho civil o comercial, las tienen también, y muy gran­
des, con las simples comunidades. Naturalmente tienen características singu­
lares, perfectamente distintas de las de las otras soci€idades, y precisamente 
en esto estdban las dificulltades que ti~ne qu·e superar quien las estudia. En un 
estudio general sobre. legislación minera, sin embargo, no podemos detener­
nos en la materia tanto como corresponde a la dificultad de ella. 

De la definición toman pie algunos para sostener que la finalidad úni­
ca de las compañías ordinarias e:.. el laboreo de las minas, 'POr lo cual ~1o pue­
den hacer negocios distintos a ese labo!'eo, pues no tienen capacidad legal pa . 
ra enajenar. Mas parece .que esto es inaceptable y desautorizado por el mis-

88-



Gerardo Arias Mejía 

mo Código, porque fuera de que esa es la finalidad más natural, no es la úni­
ca: el mismo Códig.o, en los Arts. 39 y 116, da xeglas para cuando se organiza 
una sociedad ordinaria co1.1 el f1:1 de denunciar minas, ~ decir, de adquirir­
las, de ser propietaria; además, no .se ol<vide que el retracto entraña una ena­
jenación, y la compañía compra. Y si estos casos ~onstituyen una excepción, 
no se puede aceptar la tesis absoluta de que las sociedades ordinarias son siro- -
pies entidades administrativas, sin otra función que la mecáoica de elaborar 
una mina. Aceptada aquella tesis las sociedades ordinarias apenas si podrían 
ser anendatarias de minas. 

Pero el más convincente argumento lo da esa misma definición sobre 
sociedades ordinarias: "las que se forman comúnmente para el lab::.reo de las 
mmas", sin los xequisitos para que se les pueda considerar de otra clase. Co­
múnmente, es decir, no en todos los casos. 

Y es conveniente rastrear un poco los orígenes de la sociedad ordina­
ria, para llegar al convencimiento de que su razón de ser no puede estar re­
ducida al simple laboreo. Ya €1.1 las Ordenanzas de Minería, como lo vimoo;; 
atrás, se expresó que era preciso fomentar por todos los medios las compañías 
mineras, y se autorizó para que tales compañías pudieran denunciar varias 
minas; e inspirado en estos mismos principios, y cumpliendo las normas que 
ya €'Xistian sobre el particular, el Libertador, en su famoso decreto de 182:), 
expresó lo siguiente: Cuando una o varias minas se laboren por una asocia­
ción, y ésta necesite mayor extensión y otras minas más, podrá adquirirlas 
"por compra donde las haya de propiedad particular''. (Art. 9Q.). 

Expuesto esto, bien se puede afirmar que una sociedad ordinaria tiene 
capacidad jurídica para realizar cualesquiera negocios relacionados con la in 
dustria minera, que es precisamente lo que hoy se practica, sobre todo en A1-
1ioquia. Y parece fuera de duda que en el acta de fundación, o en sus estab­
tos, UIJa sociedad de esta clase puede autorizar la compra y venta de- minas co­
mo ob{eto soc!al, además del labvreo, y puede autorizar la enajenación de la 
.misma empresa en que la comp;tñía se ocupa. Si pues la compañía ordinaria 
La Marina se ha establecido paca elaborar la mina de este nombre, ella pue­
de estipular en la carta social de fundaciórr -documento, acta, estatutos es­
criturarías etc.-, que entre sus funciones están la compra y venta de otras mi­
nas, Y que la pr.opia mina La Marina puede set· veo1dida si así lo resolviere la 
sociedad por determinado número de votos, al1i definido. 

En seguida aclararemos más esta cuestión, con eJ estudio cuidadoso del 
Art. 254 del Código, muy precis:~, en nuestro concepto; cuestión aque1la sobre 
sociedades ordinaxias que ha ~<do oscurecida y embarazada por lo<; muchos 
y encontrados conceptos sobre Id naturaleza y fines de esta institucióo.1, di'Ver­
sidad de opin'ones a que quizá h'l dado ocasión el olvido de que la sociedad or­
dinaria es una creación sui-generis que idearon los legisladores antioqueños te­
niendo en cuenta unos pocos y d3se.mil1ados principios de la legislación españo­
la antigua, las observaciones de la experiencia y el empeño por favorecer so .. 
bre todo a los mineros pobres; y eso, original, típico, racial, casi estrafala·r .io, 
no se le puede encajonar dentro de normas de organización universal, antiguas y 
redomadas, que rigen y han. regidc las sociedades. No es posible que ésto, casero, 
necho sobre medidas para uo.1as necesidades colombianas, esté en armonía con 
aquello otro, estudiado y adoptado en el mundo. Y el olvido de estas circuns · 
tancias, y el empeño de acoplar lo nuestro e::J lo extranjero, aunque sea forzan. 
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do y desvertebrando, ha dado ocasión a todos esos comentarios encontrados so­
bre sociedades ordinarias, en forma que ya no es posi.ble saber qué significCI 
ésto. Aplíquense esas disposiciones antioqueñas coo:1 criterio nacional, sin colo­
carlas frente a otras disposiciones, porque no hay pares, y estúdiense esos teJe­
tos dentro de sus expresiones naturales y obvias, y se verá que todó allí e~ 

armónico, racional y justo. 
La legislación alemana contempla, o contemplaba antes del regimf:'.n na­

zi, este tipo de sociedades mineras: La superficie mio1era se divide e.n partes 
ideales llamadas "kuxen", especiE- de acc!ones. Sus propietarios contraen la )­
bligadón de pagar todos .kos gastos que demande ~a explotación, en forma su­
cesiva, es decir, cada que ésto sea necesario. Los contingentes no son pago d~ 
capital sino desembolsos para gastos, y el 'Pro'ducto no es interés, sino reparti­
ción de beoeficios. Pero lo característico, como es característico tamb:én en 
nuestras sociedades ordinarias, e:; la obligación de pagar contingentes so pena 
de perder la acción o "kuxen". (Véase F. Kleinwachter- Economía Política). 

- Modalidades de la sociedad ordinaria: iEl Art. 254 d!ce: "El laboPo 
de las minas pertenecientes 1 ~cciedades OTdinarias se ejecutará conforme a 
las obligaciones que los socios consig,.1en en los respectivos compromisos que 
otorguen antes de emprender su laboreo; más si no hubiere compromiso pre­
vio, o si éste fuere deficiente, se observarán las reglas del Código" (hemos sub­
rayad-o). 

Varias cuestiones surgen de aquí que es preciso considerar con atenciÓ!l: 
1~. - U.na sociedad ordinaria puede tener varias minas para la elabo­

l·ación, y entonces puede adquirirlas por adjudica'Ció.n del Estado, o por oom­
pra, o de cualquier otra mane.ra. No se puede sostener, entonces, que para ca­
da mina hay que organizar una soc1edad. 

2~. - El laboreo se puede realizar de dos maneras: o de acuerdo co..'1. 
las estipulaciones de todos los socios, 1que se hagan constar en convencion~s 
sociales, actas, documentos privados, escrituras públicas, etc., pues hay libertad 
porque se trata de un cootrato consesur.al; o de acuerdo con las disposiciones 
de1 Código. 

311-. - En el primer caso, es decir, cuando los socios acuerdan una espe­
cial organización para el régin1e~. de la sociedad, lo que debe hacerse previa­
mente ("compromiso previo", "compromiso que otorguen antes de empren­
der el laboreo", dice el artículo por modo intistente), allí en esos estatutos, e 
actas, o documentos, o acuerdos escritos de cualquier clase, se puede e:¡cpre­
sar, a virtud de la libertad de estipular que la ley reco:wce, que •fuera de la fi­
na1idad de laboreo, la compañía ordinaria puede tener otras, como comprar y 
vender minas, permutarlas, arrendarlas, en una palabra, celebrar toda clase 
de negocios relaci<>nados con la industria minera. Y aquí también puede esti­
pularse que en un momento dado puede ~er enaj·ooado todo io que a la compa­
ñía pertenece, con la aceptación de determinad.o número de acciones 

4~. - Mas si no existiere ese acue.r'do previo, que el Código llama "com­
promiso'', entonces ya todo tieoe que moverse dentr-o de las disposiciones del 
Código, que n() dan margen sino para cumplir con la finalidad de elaborar la 
mina; y por lo tanto, no se puede aceptar jurídicamente que una sociedad OT­

dinaria se pueda reunir en. un momento dado para resolver sobre la compra 
de una mina, o sobre aiTmdamiento 'de otra, o sobre la enajenación de la que 
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se elabora, por la decisión de mayoría de votos, es decir, comprometiendo el 
interés de los socios que no asíst!eron a la reunión, o el interés de quienes vo­
taron negativamente las conclusiones sobre cualquiera de aquellos ne.gocios . 

..Si esto se hiciera, lo primero que se desconocería sería la exí•gencía de la ley 
acerca de un compromiso previo. 

·5~. - Sin compromiso previo, se observarán las reglas del Código, dice 
aquel artículo: reglas que dan campo a una elaboración de mina propia de la 
sociedad, dividida en veinticuatro acciones, o a una elaboración de mina aje­
na que la sociedad trabai·a a virtud de un arrendamiento o de otro motivo, 
dividida ·en veinticuatro derechos. 

Dentro de estas normalidades de la sociedad ordinaria, tal vez caben los 
numerales 59 y 69 del Art. 33 del Código: el 59 se re,fiere al caso de un de­
nuncio de mina para varios socios; el 69 se refiere al caso de un denuncio para 
una sociedad, es decir, para una compañía que tiene. su organización estatu­
taria. En e1 primer caso tal v.ez se empleó mal el término socios, y se ha de­
bido !hablar de comunero, o de compañero, como decía la leg;slación antigua. 
pues parece que se ce.:1t empla el caso de una simple comunidad, apenas en 
vías de cc.:¡;stituírse en sociedad. 

Creemos que esta es la disti.nción que es preciso hacer, y que autoriza pa ­
ra no aceptar la tesis restringida y absoluta, sin respaLdo en la ley ni en tes 
antecedentes históricos de las sociedades ordinarias, de que el único objeto so­
cial de éstas es la elaboración de las minas o de una mina determinada, t<:!­
sis que está bien para cuando no hay "compromiso previo", pues en este caso 
las de1iberaciones de la sociedad sólo p~eden versar sobre elaboración de mi­
~a propia o ajena, y la representación de la sociedad por conducto de su pre­
sidente sólo puede extenderse hasta donde llegue esa elaboración, sin que éle 
otra manera ese presideoJ.te pueda obligar a la sociedad, de acuerdo ccn el 
Art. 284 del Código. 

De esta suerte no sería desacertado decir que hay dos clases de sociedn 
des ordinarias: la especial, que se diri<ge por estUJtutos o acuerdos que previa­
mente se1han consignado por escrito, y la cual sociedad a más de elaborar mi­
nas puede realizar toda clase de operaciones relacionadas con la industria mi­
nera,- siempre que así lo autoricen esos estatutos o acuerdos; y la común, si,l 
programa, reglamento o acuerr!o definido previamente, pero con designaciÓ>l 
de presidente, la cual debe someter sus actividades a la simple elaboración, si­
guiando las normas del Código. En aquélla hay libertad para definir el obje­
to social o giro del negocio, en la otra este objeto social lo tiene definido !a 
ley. pero definido, naturalmente dentro del concepto de que estas sociedades 
sin reglamento también pueden ser propietarias de minas, ·pues "la mlna ";1 

compañia se considerará dividida en veinticuatro acciones". (Art. 255). sobre 
cada acción puede pesar una hlpoteca (Art. 273) , y las minas €1.'1• compañía se 
pueden dividir en partes (Art. ?.82) . T•O\Clo lo ·CUall conduce a sentar este prin­
cipio: si se trata de compañía que elabora mina propia, es POl'QUe todos los so­
cios, son ccpartícipes en el inmueble, es decir, que no puede haber sociedad or­
dinaria cuando unos socios apartan el inmueble y otros apartan el dinero P'~ · 
ra trabajarlo, haciéndose distinción entre lo uno y lo otro. 

Hemos hecho pausa -en esta cuestión sobre sociedad ot"dinaria, porque ha 
sido muy discutida y por~ue hay sobre eUa diversidad de opiniones. Y vamos 
a €oJtrar al estudio de la que reglamenta el Código, es decir, de la sociedad 
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sin p1·evio acuerdo, principiando por anotar que desde el momento en que dos 
o más personas convienen e!'l elaJ::.orar una mina, se debe formal'zar la compa · 
ñia o sociedad, si fuere ordinaria, 'ha!Ciendo por lo meno:;; el nombramiento di? 
presidente o diTector de .ella (Art. 283). Se habla de formalizar, no de consti­
tuír, lo que quiere decir que sin el nombr,amiento de director o presidente pue·­
de existir la sociedad, y que precisamente ese nombrami,ento es indi·cativv 
de que aquella existe. 

- Prueba de la exiStencia de la .soeiedad: Ya dijimos que es lo com·J.n 
que las sociedades ordinarias entren a funcionar por medio de simples ac­
tas, o por documentos privados, lo cual tiene grave incOt.weniente en el ca­
so de juicios, cuando hay que es.t.ableicer la existencia y Ja representación rle 
la sociedad. 

Si contra una sociedad de esa clase hubiera que establecer demanda 
civil, se necesitaría pr~ncipiar por una acción exhíbitoria, a fin de conseguir 
aquella prueba sobre existencia y sobre el gob!erno de la sociedad. 

Es aconsejable .entcnces, para las relaciones de la sociedad con terc?.­
ros, y más que todo de éstos con la sociedad, que el acta de constitución rle 
una sociedad ordinaria, o el doct1mento de constitución donde se encuentren 
los pri:~cipales compromisos de ella y el nombramiento de presidente o .ge­
rente, se haga protocolizar de manera origim¡l, para lo cual es prec!so fir­
mar dos ejemplares, y que se haga registrar después en la Cámara de Co­
mercio. 

- Representación de la sociedad: Ya vimos que convenidas dos o más 
personas en un plan de elaboración minera, lo primero que. deben hacer f'S 

formalizar la compañía, haciendo por lo menos el nombramiento de presi­
dente. <Art. 283). 

P-ero se advierte que la sociedad puede ser gober.nada En la forma que 
determinen "sus reglamentos", es decir, el pacto social. (Art. 284 inciso 29). 

El presidente, que también puede 11amarse dir-ector, aunque este térmi ­
no se usa comúnmente para designar la persona que directamente está encar­
gada de la dil·ección de los trabajos de elabo·racíón, es personero legal de Ja 
sociedad, y la representa judicial, y extrajudicialmente (Art. 284). Pero 
al obligarla no puede traspasar los límites de la elaboració:~, cuando no hay 
acuerdo previo escl'ito entre los socios. Este es el caso de la sociedad que h~·­

mos llamado común: sin reglamentos. 
También la sociedad puede ser representada por la persona que se de ­

signe de acuerdo con los reglamentos. Y aquí, con reglamento o acuerdo pre­
vio escrito, ya el representante d~ la sociedad puede obligarla en cosas distin­
tas de la elaboración si así lo autorizan esos reglamentos o acuerdos. Este es 
el caso de la sociedad que hemos llamado especial: regida por estatutos. 

Todo socio puede gestionar por si a>t los asuntos que interesen a la so­
ciedad, y sus solicitudes en cuanto sean legales, se tendrán como hechas por 
parte legitima, aunque esa parte no sea necesaria en juicio (Art. 284, inciso 
39.) Esta intervención del socio, independientemente del presidente, se refie­
re sólo a actuaciones judiciales. 

Es corO'lario de esto que todas las ge:~ticues que cualquier socio haga 
para c001serv-ar la propiedad y posesión de una mina, aprovechan a los de­
más socios, aunque 1.10 haya obr.,.d,o en nombre de ellos. (Art. 285) 
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Es entendido que si un socio entabla una acción, los resultados de és­
ta aprovechan a la sociedad, pero el socio no puede pedir para sí sino para la 
sociedad. Es lo que pasa con un heredero: lo que haga €1.1 favor de la heren­
cia, aprovecha a ésta, pero debe pedir para la herencia. Y lo mismo que pa­
sa con un comu:1ero que puede ser coad~vante, pero que no puede pedir pa­
ra la comunida'<l. (Art. 22 ley !15 de 1890). 

- Partes de una mina en. compañía: Toda mina en compañía se con­
sidera dividida en veinticuatro partes iguales, llamadas acciones o derechos, 
que representan los votos que rlebEt1 computarse en las deliberaciones de la 
sociedad. (Art. 255). 

La antigua legislación española decía ex·presivamente lo siguie:tte: "El 
estilo acostumbrado en Nueva España de entender imaginariamente dividida 
una mina en veinte quatro partes iguales, que llaman barras, subdividiendo 
también cada una de ellas en las partes menores convenientes, se ha de con­
tinuar y observar sin novedad C'Omo aquí". (Ordenanzas de Minería, Tí.t. rr~ 
NQ 3). 

Naturalmente, aquella d1visión es para el caso en que los socios no COn­
vengan en otra, pues también se pued~ hacer la división convoocional que !>e 
quiera. ' 

Cuando no puede saberse la parte ~ue a cada socio corresponde en l3 
mina, lo que bien puede ocurrir, se reputará dividida en tantªs partes como 
socios, y cada uno será dueño de- una de estas porciones (Art. 280). Una mi­
na ha entrado en una sucesión, o u.n dueño de acciones ha muerto y éstas de­
ben pasar a varios, casos en los cuales puede haber alguna dificultad o con­
fusión, que el Códi.go prevée y aclara para que no s.e interrumpan las del-ibe­
raciones de la compañía. Es un caso transitorio. 

- Deliberaciones: Las resoluciones de la sociedad se tomarán por ma­
yoría absO'luta de votos, es decir la mitad más uno, y e:1 caso de empate, de­
cidirá un árbitro nombrado por el juez, ccn vista del acta donde aparece -?1 
empate. El juez pr.ocurará porque el árbitro sea competente en asuntos mi­
neros, si el caso así lo requiere. (Art .. 256). 

Este mismo sistema existía en la legislación antigua, sistema donde da 
l a norma la mayoría mina y no la mayoría perso~as. 

Queda aquí una cuestión por ¡:esolver, acerca de la cual nada dice e-1 
Código: mayoría absoluta de las accio:1es en que se divide la -ociedad, o ma­
yoría absoluta de las acciones representadas en el momento de la delibera­
ción? Parece que fuera lo primero, pues para que tuera lo segundo se nece­
s,itaría saber con cuántas accione!> se puede deliberar. Además, no se trataría 
de may>oria absoluta, que dice el Código, sino relativa. 

Cada socio, sea dueño d·e una acción o var:as, o d<Ueño de una parte •le 
acción, tiene V·OZ en las deliberaciones de la sociedaa (Art. 258). El derecho 
voz lo tienen tOldos O.os soc::'>s; no así el rerecho-voto, pues éste no 
lo tiene sino ·el socio dueño de una o más a·::lciones. Es el voto-unidad pues 
no hay voto-fracción. 

En las deliberaciones, un socio puede representar a su compañero o 
compaiieros pero sin que pueda acumular la mitad o más de los votos que es­
tén presentes en la junta (Art. 259). Un socio puede votar por otro hacien-
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uo de agente oficioso, pero debe responder de que su representado ratiflca­
rá lo hechQ. Esto es caraoterlsticc de las sociedades ordinari~, pues en las 
otras no se puede representar E•:! las juntas o reuniones sin consentimiento o 
autorización previa. 

La acumulación de votos se prohibe precisamente por los peligros -~ 

azares de la industria, pues no se quiere que en cuestiones de esa :1.aturale7.:1 
decida una sola persona aún sir. consentimiento de los compañeros. Sin em ­

. bargo, se dejó el peligro de Ja acumulación de voros por el ..dueño de la mitad o 
más de las acciones. De otro lado, esa represt:rJtación oficiosa e:s un medio fá­
cil para decidir las cuestiones de rápida solución, lo cual no se lograría e1 
ausenc' a de algunos socios. 

El Art. 257 del Código re-solvía dos cuestiones importantes: lo que se 
hace cuando en una votación un socio cuenta como dueño con doce acciones 
o más; y lo que se hace, para efecto de la votación, cuandc una acción :>e 
divide en varias partes. Pero aquel artículo fue sustituido por el 29 de la ley 
292 de 1875, que sólo resuelve el último de los casos, en el sentido de juntarse 
las part es de una acción para formar un voto, pero nada dice sobre el caso 
en que un socio tenga 1a mitad ele acciones, o más, y se presente con ellas e.1 
una deliberación. No cabe duda que tiaJe derecho a votar con todas sus accio­
nes, pues la prohibición es para el caso de acumulación de votos extraños. 

Acerca de esto, la legislación antigua fue muy precisa, pues dijo: "Los 
votos deberá'!l valer y numerarse según las barras que poseyeren en la mina 
cada compañerc-; de suerte que si uno o muchos fueren dueños de una so:a 
barra, sólo tendrá un voio, y el que tuviere dos valdrá su voto por dos, y así 
de los demás; pero si uno solo fuere dueño de doce o más barras, su voto val · 
drá siempre por uno meoos de la mitad' '. (Ordenanza.s de Minería, Tít. n 
N9 6 ) . 

Subrogado aquel Art. 257, y no hablándose del caso, hay que llegar a 
la conclusión de que no existe el sistema ant~guo, muy sabio por cierto, y d·~ 

que el dueño de unas acciones, por muchas que sean, puede votar co'!l todas 
ellas, lo cual es un peHgrc para los compañeros, pues con resoluciones gravo­
sas e imprudentes, aprobadas por el mayor accionista, se obliga a los otros a 
salir de sus acciones a bajos precios. Y el peligro es mayor si se conside1·a 
que no hay disposicico.1 es que lim! ten la cuantía de les contingentes. 

- Contingentes: Contingente, nombre ideado por los legisladores an­
tioqueños, es la cuota con que ia sociedad ordinaria grava a cada <'Ocio, pa­
ra atender a los gastos sociales. 

De acuerdo con el nombre, ese señalamiento de cuota no es fijo, ni es 
fija la cuota en sí, y por es:> la denominación de ella está bien empleada. Es 
c'ont:ingente, porque el suministro en cantidad depende del valor de los gas­
tos que haya que hacer en un momento dado-, y en oportunidad depende de la 
exigencia y urgencia del momento. 

Y es esta una de las características de la sociedad ordinaria : al paso que 
er:1 las otras sociedades el fondc social es una de las principales estipulacio­
nes del contrato, hasta llegar a ser prohíbida su disminución, como en las 
anónimas. en la sociedad ord;naria nada puede estipularse sobre una can ti­
dad Úja para gastos, precisamente por la naturaleza mis~a de la industria, 
,aleatoria e insegura. En r ealida-:1 de verdad, la ordinaria es una sociedad si:1 
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más capital que la m ina misma, y aún sin éste cuando la sociedad es mer:i­
mente explotadora. Así la idearo!l con habilidad los legisladores antioque­
ños, para favQl·ecer al minero pobre. Naturalmente que contra este miner!> 
pobre existe el peligro de que mayorías at~bitrarias decreten contingente <>in 
tasa ni prudencia, para ahogar y desalojar así al min·er.o sin recursos Y sin 
votos para contrarrestar aquéllos. Tal vez hace falta un texto legal que fa­
.. oreciend.o al minero pobre, víctima de la voracidad de una mayoría que 
puede estar representada por u:1a sola voluntad, no contrar'ara las necesid::t­
des del laboreo. 

Definido por la misma sociedad que el laboreo principia, debe avisarse 
a los socios que no asistieron a la reunión, para enterarlos del deber de pa­
gar en oportunidad el contingente que les fue señalado; aviso o notificación 
que se puede dar privadamente, o por medio de la just'cia, si así lo exigiere 
alguno de los socios (AJ:ts. 261 y 262 del C.). La cantidad señalada como CO!l­

tingente cO'nstará en el acta respectiva destinada a narrar la sesión de la so-­
ciedad. Tal acta servirá de prueba. 

Se habla de la intervenció:J de alguno de los socios, como da::ldo au­
torización a que todos ellos coadyuven en la tarea difícil de cobrar los con­
tingentes; pero es natural que con malj'or razón intervenga el presidente en 
este caso, cerno interviene ante r1 Juez para alca:uar el pago de esos contin­
gentes, una vez hecha la notificación. (Art. 263). 

Es natural que sea más seguro el aviso dado por conducto de un Juez, 
a lo cual se debe apelar en caso de dificultades, cuando haya razón para es­
timarse que algún socio no ha de pagar de grado sus ccmtingentes. Así que­
da u~a constancia oficial del aviso. (Art. 152, regla 4:¡. del C. J.). 

Vamos a ver los resultados de esa notificación, según los Arts 263, 26-'l, 
265 y 266 d~l Código: 

a) - El socio notificado no consigna su contingente dentro de los cin­
co primeros días de cada mes: entonces el presidente p~dirá al Juez del lug:n· 
donde esté situada la mina, que mtime al socio moroso la orden de pago; 

b) - Si fuere hallado el moroso, o algún representante, en el lugar 
de la mina, se le hará la notWcac:ión, y si a pesar de ella no consignare el con­
tingente dentro de sesenta días después de la ;¡otiiicac.ón, perderá el moro­
so su derecho a fa\·or de la sociedad. 

Conviene considerar este texto frente a las rea lidades. No pagado él 
contingente en oportunidad, el moroso pierde su d·erecho, dice ese texto, de­
recho que es acción o acciones en inmuebles, tratándose de compañía propie­
taria y o1o sim,plemente elaborad.ora. Má$ cómo la sociedad se apropia, digá­
moslo así, esa parte del socio moroso? Por el camino de un juicio ordinario? 
Parece esto lo legal, ante el silencio de la ley; aunque .:e debe tener presen­
te que la pante de cada socio se consioera hipotecada para el pago de gas­
tos, Y entonces es posible que se pueda apelar a una "lcción hipotecaria, que 
es :::ápida; 

e) - No hallando e1 moroso, ni un representante suyo, se hará la :JO­

tificación por medio de edicto fijado en el despache del Juez, el cual se pu­
blicará en el periódico oficial, y se pregon·ará por bando por lo menos e:1. 
cuatro dias de concUl·so; y los sesenta días de que se ha hablado se contarán 
desde la fecha del periódico en que se publicó el edicto, si ya se hubier~n. 
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dado por lo menos dos pregones, o descte la fecha en que se dió el segund:> 
pregón; Y 

d) - En caso de retardo por más de treinta días, si el socio moroso 
quiere satisfacer el pago antes de que pierda su derecho, deberá consignar 
como pena un. 25% más, que se entregará a quienes hayan hecho los gastos 
por el socio moroso. 

Este plazo sin dU'da se cuenta desde la notificación, como el de sesent a. 
di as. 

Si estando alguna mina en laboreo produjere con qué hacer los gas­
tos, y algún socio no contribuye con sus contingentes, se puede disponer d;! 
l o que le corresponde por productos, para pag.ar aque1los gastos, y m ientns 
tales produ-ctc·s alcancen para ésto, no habrá lugar a la sanción consisteme 
en la pérdida del dereC'ho .con lf .. socie'dad. (Art. 174). 

El socio que no contribuya con lo necesario para sostener o conserv.ar 
la mina en la forma convenida. pierde su derecho en favor de los que hu­
bieren contd,buido para ello, según los artículos que se dejan vistos. (Art. 
287). 

Se contempla el caso de que algunos consocios, por favorecer al col~­
ga moroso, paguen por él; y en este caso la pérdida del derecho es a favor de 
aquellos conscdos. Y para hacerlo efectivo? Cómo se hacen adjudicar ese d~ ­
recho o s-ea esa acción? Pueden ejercer la acción hipotecaria, o esta acc~Ó.'l 
corresponde sólo a la sociedad? Ya hablaremos adelante sobre este punto de 
la hipoteca. 

- Laboreo de las minas: Ya se vio que el laboreo se realizará de a ­
cuerdo· con lo que la sociedad defina, y en subsidio, de acuerdo con las r:!­

glas del Código. (Art. 254). 
Vimos también que cuando la sociedad resuelva emprender el laboreo, 

lo avisará a los socios que no as'~ieron a la sesión, para que queden notifica 
dos de los contingentes con qu~ deben contribuir. (Art. 261). 

~iempre que el labo·reo d-e- una mina haya estado en suspenso y se V:l­

ya a reanudar, se observarán las reglas sobre notificación a los socios, que ya 
han quedado examinadas. (Arts. 272, 261 a 266) . 

.En primer lu.gar, la susp-ensión dice tiempo; y .cuánto es ese .tiempo? Pa­
rece que cualqwera, si se necesitan .contingentes a>ara reanu·dar er l&boreo. 
Decretados, se cumplen de nuevo las disposi'ciones qu-e se acaban de exami­
nar. 

Si la sociedad resolvi-ere no elaiborar la mina por algún tiempo, y uno o 
varios de los socios rquisieren emprender trabajos por su cuenta, no ¡podrá la 
soci-edad impedirlo, siempre que a juicio de a>eritos ·esos trabajos no perjudi­
quen a los qu·e más tarc1e (piense montar la sociedad; y en aquel caso de ela­
boración individual los a>roductos han de ser ¡para quienes tra'bajan la mina. 
(Art . 281). 

Ellaoboreo individual ·es menos ventajoso que el laboreo en común, por­
que la unión de capitales, d'e conocimientos y <le brazos da mayor seguridad de 
éxito; mas como a la industria inrteresa que las minas se trabajen, la h=!y brin­
da-lfacilidad-es ¡para ello, y autoriza el !alboreo individual. Por otra parte, esta 
disposición es magnifica hoy ante la obligación de trabajar las minas: si la so­
ciedad deja de tralbajarla transitoriamente, que la tralbajen algunos de los so-
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·cios. Y se dice transitoriamente, porque si la resolución de no laboreo fuera 
definitiva, entonces l'a sociedad ordinaria habría desaparecido. 

La sociedad ordinaria tiene puntos de coD!ta-oto C{)n una comunidad, en 
forma que la Corte Suprema dice de las sociedades ordinarias que "son comu­
nidades sui-géneris'', ,como ya lo anotamos; y sin embargo los productos de la­
boreo indi·vid'ual son todos para quien trabaje la mina, lo q~ en térnrinos tan 
absolutos no existe en el cuasi-<contrato de ·comunidad. Son comunidades sui-gé­
neris, pero no son 'COmunidades. Son sociedades ordinarias, lisa y llanamente, 
sw -.géneris ·tambioén, pero en cuanto nada hay i·gual igual ni semejante a ellas, 
ya que son creación especial, para unas necesidades y un medio, por lo cual 
no es pos~ble interpretar sus disposiciones con las de otras sociedades, ni es po­
sible rparangonearlas con otras sociedades, ni nacionales, ni menos extranje­
ras. 

El laboreo y el contrato de avío: Sin duda que los legi:slador-es antio­
qn.teños •tlllvieron en ·cuenta las di!ij)osiiCiones de las antiguas leyes españolas so­
bre el contrato de avio o halbilitación, que es el que s-e celebra entr·e los mine­
ros y una persona Hamada ha.bilitador, encangada de suministrar lo necesario 
para el laboreo de las minas. Y que tuvieron en .cuenta esas disposiciones, se 
ve ¡por lo que dis¡pone el Art. 451 del Código, aun cuando no lo reglamentaron. 

Preceprtúa esta disposición que quien dé al minero alguna suma para 
montar una mina, tend!rá privilegib s{)bre los demás a"~Creedores para que con 
los produc.tos de la elaboración y con el <valor de la mina, se le cancele el di­
nero suministrado al minero. Esta primera parte del articulo parece indicar 
que se refiere sólo al montaje, es decir, a la instalación del laboreo o de la 
empresa. ·Pero si se tiene en .cuenta que se habla de productos, y que en el in­
ciso 39 ya se ha!bla de lo que débe pagarse a los mayordomos y obreros, hay 
q¡ue concluir con que el .privilegio del suministrador y habilitador comprende 
la suma dad'á para el montaje, y ta·mlbioén para los ,gastos de elaboración. 

De e&te privil•egio se excluy·e lo que haya que pagar a esos mayordomos 
y obreros de la mina, lo cual quiere decir que este es eltprimer ¡pago que de­
be hacerse con los productos y con •el valor de la mina, antes de la rprelación 
que el mismo articulo estalblece, y que debe tenerse en cuenta en la califica­
ción de acreed·ores en juicio, según los !Arts. 2495 y 2498 del C. C., que co­
rresponden, respectivamente, a los textos citados en el articulo que comen­
tamos. 

De este articulo, que es un privilegio valioso para quienes hagan sumi­
nistros de elementos de labor y de sulbsistencia en la elaboración de las minas, 
poco uso se hace, de manera que se puede decir que es una disposición muerta. 

Embargo de aooion~s ; Si las acciones d<e un socio fueren embargadas, no 
se pod1·án perder por no pagarse puntua1mente los cohtin.gentes; pero el adju­
dicatario, si quiere conservaa· esas acciones, tiene que pagru: lo qure le corres.. 
ponda por razón de .gastos, es decir por continrgentes, y un interés del 2% men­
sual, no capitalizable. (Art. 268). 

Se ha!bla de adjudicatario; pero es preciso entender que si el pleito ter­
mina .por transacción, por ejemplo, ese adjudicatario viene a ser la persona 
que toma las acciones a -vwtud del arregl'O. 
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Claro es1Já que dentro de una sociedad ordinaria con acuerdo previo se 
puede estipular un interés menor dejando a 1m lado éste, que es alto. El inte­
rés del 2% regirá cuando nada se dice al respecto ni en el acuerdo sobre cons­
titución de la sociedad. ni en documento alguno estatutario. 

En el caso contemplado, las acciones no se pierden •por el no pago de 
contingentes, como ocurre en ocasos 'Comunes; per::> el adjudicatario debe pagar 
esos contingentes. 

•El adjudicatario de las acciones embargadas puede aceptar o nó quedar. 
se con ellas, en las condiciones anteriores, pero es preciso que lo diga; y para 
el caso, cualquier interesado puede pedir al Juez que le intime a ese adjudi­
catario que dentro de un término •prudencial haga alguna manifestación al 
respecto, y si nada e:x¡presare denl!ro de ese término, perderá las acciones. 
(Art. 269). 

Dos cosas se destacan aquí: en prim·er lugar, viene otra pérdida de ac­
ciones, y su.nge la cuestión de cómo se hace efectiva esa pérdida, que no opera 
automáticamente, sino que es ¡p·reciso que se dicte al·guna resolu'ción judicial:, 
como lo apU!Jltamos en otros dos casos. Además, se ¡presenta de nuevo una ac­
tuación de cualquier inter.esado, estando de por medio el Presidente, como en 
el caso del Art. 262 atrás examinado. 

Las diligencias de emba11go, de de;pósi.to y de avalúo, se reducirán a 
hacer avalua¡· las acciones, e intimarle al presidente de la compañía o a quien 
represente a ésta, que no entregue los prQductos sino al depositario, a quien 
se juramentará debidamente. (Art. 270) . 

Lo que dice este ar.ticulo sobre juramentar al depositario, debe equivaler 
a la toma de posesión del: cargo. 

Para el caso anterior el depositario se entiende subrogado al socio dueño 
de las- acciones, y le corresp;:mden, por tanto, todos los derechos y obligaciones 
de éste. Pero si la mina no diere para gasto3, no por eso se perderá el derecho 
emba!'gado, sino que se estará a lo dicho en los Arts. 268 y 269. (Art. 271). 

Hi'poteca legal: Los derechos o acciones de cada socio se considerarán le­
galmente hipotecados ¡para el ~Pago de los gastos que ocasione la mina. (Art. 273). 

Esto quier-e decir que quien se haga a las acciones de un socio que debe 
contingentes, se encargará del pago de éstos, porque las acciones están garan­
tizando esos contingentes. No son acciones libres. 

PrinciDiamos por decir que la disposición de arri•ba no dice a favor de 
quién se declara la hipoteca legal. De la compañía? De quien pague los contin­
gentes? 

La ley trata de pon-er a salvo a una sociedad ordinaria de toda dificultad 
U1na vez que entró en laboreo de la mina, y busca las mayores gar antías de éxi­
to para asegurar ese !alboreo, y para que en un momento -dado no !e falten lOi 
fondos suficientes. . 

Esta es la lhipoteca namada legal, característica del Código de Minas, dis­
tinta -de la convencional, que es la que el Oódigo CiJvil reglamenta. Sostienen 
a:¡gunos que ·es inju:rídica esa hipoteca, y que de acuerdo con la esencia y con la 
definición de hipoteca, ella no puede 1recaer sObre acciones en una soci~ad or­
dinaria, pero quizá se debe ese concepto a que se estima que J.as acciones en 
mención son muebles, que no son susceptibles de ob.ilpoteca, cuando es la verdlll\· 
que las acciones de una soc:edad ordinaria, en que hay de por medio mina o 
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minas, son bienes inmuebles, como componenres de un b ien raíz, y lo son tam­
bién las de sociedades simplemente ex;plotadoras, no propietarias de inmuebles, 
porque se reputan tales los edi!l'icios, maquinarias e instalaci-ones de toda clase 
al servicio del laboreo. (Art. 658 del C. C.) . Pero los teorizantes objetan algo 
más. Es de la esencia d e la hipoteca una doble individualización. la del inmue­
ble hipotecado y la de la ·o'bli.gación garantizada. Además, debe ser ostensible 
para que los terceros se den cuenta de ella, lo que se consigue con el registro. 
Y colocando la hipoteca llegal fr.ente a estos principios de derecho civil, se le 
condena y se le rechaza porque no cumple tales norm as. Por qué? Aquéllo es 
lo civil, y ésto del Código de Minas es una excepción dentro de esos preceptos 
civiles. No hay entonces para qué buscar semej anzas ni ill1Jterpretaciones fu'éra 
del Códi,go. 

S i pues un accionista está debiendo a la compañía, su participación en ella 
estará afectada por un gra·vam~n, del cual no se libran las acciones sino cuan­
do los contingentes han sido ct..!Jiertos. De la misma manera, ese gravamen 
subsistirá a favor del consocio o consocios que hayan ·pagado por el moro­
so. (Art. 266 y 287) . 

Como el artículo sobre hipoteca legal no hace distinción y él v2rsa so ­
bre una garantía para el pago de gastos de laboreo, es sostenible que cualqui<!­
ra que haya hecho esos gastos - sociedad o accionista - t:ene la acción hi­
potecaria correspondiente. 

- Sanción a la mala fe : Cuando t...'na mina fuere abandonada por el 
no pago del impuesto, el socio encargado de ese pago no podrá tomar pat·­

-te en la asociación que la denuncie de nuevo, ni denu.nciarla para sí. Y si lle­
gare a ad'qu.i1\t· derechos c;>mo denunciante o socio, tales derechos perten2ce­
rán a sus primitivos consocios. 

Esta es sanción a la mala fe o a la deslealtad, que ya estudiamos en el 
c.aso de los Art. 39 y 116 de~ Código. La }egislación antigua decía al respecto: 
"Tampoco podrá nin•guno denunciar mina para sí solo habiendo tra­
tado ccmpañía antes del denuncio : y ordenamos que el denunciante deba ex­
pl·esar a sus compañeros en ei mismo denuncio que hiciere, pena de perder 
parte si así no lo observare". (Ordenanzaz de Minería, Tit. 79 6~) . 

También el no pago puede ser ocasionado por descuido y entonces se 
merece la .sanción el socio negligente. 

- División material de una mina: Cuando t.:ca mina se presta a una 
fácil división, de manera que ca-da socio pueda emprender el laboreo de ~u 
parte, tiene derecho a solicitar la división uno de esos soc:os, aunque la m a ­
yoría de la sociedad se oponga a ello. La indivisibilidad de las minas 

·es sistema ad·a,ptad!o en muchas 1egisla1Ciones. El fr~ccionamiento de la mi­
na perjudica a la industria, pue.s €t1 lotes pequeños no es posible estabJece¡­
un sistema de laboreo económicamente productivo. Pero como hemos visto, 
nuestro Código no sigue aquel !:istema, que es más científico, y acepta la di­
visión de una mina en partes. El Có1igo de Ohile dice al respecto: "Las pe!·­
tenencias no ~on susceptibles de división material sino intelectual o de cuota" 
(Art. 74). Y un profesor de la materia llama este pri•Jcipio " el precepto 1';! 
ot'den público de la ind~vidual idad física de la pertenencia" (Ru iz Bourgeois 
- Instituciones de Dere<Jho de Minas Chileno - Tomo l. P ág. 155) 
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No es posible imaginar una mina de fácil división. El caw debe ser 
rarísimo. Todo en una mina es i:lcierto e inseguro, ya lo h€mos dicho. Es po­
si'ble el estado de :fiácil división en el terreno común, porque todo él está a 
la v!sta, y quienes deben definir esa fácil división tienen para la observa­
ción directa todos los factores y componentes de la comunidad, en la cual, 
como en el caso de mi.nas, existe el derr::clho de pedir división por cualquier 
comunero. 

Si la mina no se presta a una fácil divisiórl, que será lo común, se pro­
cederá como en el caso del Art. 134 del C. C. (a este corresponde el 1390, que 
era el del anüguo Código Antioqueño), artículo que dá reglas para la distr!­
bución de los eíectos de una he!·encia, que es una comunidad. (Art. 89 ley :18 
de 1877). 

En otra parte del Código considera el caso de una partición de ml:1a, 
al hablar de la que se p :>se€ en proindiviso, y que partida o dividida, cada 
copartícipe es poseedor de su parte destle que empezó la pro:ndivisión. (Art. 
300). 

- Controversias: En caso de controversia entre socios, Q entre éstos y 
la socieldad por motivo qe la propiedad de aLgunas acciones, se depositarán los 
productos de estas mientras se decide el juicio. Caso de que no haya utilida­
des, los gastos ,por las acciones litigiosas se harán a prorrata del i:J.terés de 
los litigantes (Art. 288) . Lo primero es tan justo como lo segundo. Si hay 
duda en cuanto a la propiedad de las acciones, a quién se entregan los pro­
ductos de éstas? Lo natural es que se depositen. 

Otro caso de controversia se encuentra en el inciso 39 del Art. 227, a 
saber: Si se tratare de litigio sobre acciones entre los socios, o e:1tre éstos y 
un tercero, el presi.d·ente de la socied•ad hará J•as veces de interventor, a me­
nos que sea parte en el juicio, en cuyo caso se oombrará un extraño. Y se 
advierte: sin perjuicio de lo di&puesto en el Art. 288 citado arriba. Es decir 
que aunque el presidente haga las veces de interventor, siempre se deposi­
tarán los productos de las acciones y siempre se harán a prorrota los gastos 
de las acciones litigiosa-s. 

- Disolución de la. sociedad: Podemos decir que la sociedad ordinaria 
se disu€lve de hecho cuando la mina se agota, o cuando cae en abandono. 
Arliquilado el objeto social, la existencia de la sociedad ha terminado, como 
termina cuanao se rumple el plazo de &U duración. 

También se disuelve la sociedad ordinaria en el caso de que todas 'as 
'lcciones pasen a ser de un solo oueño, porque de esta manera termina la plu­
ralidad de personas, que es eser.cial en toda S{)Cieda'd. 

En la sociedad colectiva, por ejemplo, muerto uno de los socios, la so­
ciedad se disuelve. Pero no ocurre ésto en :as sociedades ordinarias, lo que 
también es característico de ellas: muerto un socio, la sociedad c.ont:núa en 
su existencia. En este caso, los derechos del socio fina!do no pueden per­
derse, aunque no se paguen los gastos correspondientes, mientras que .. o 
haya quién repres~nte a la sucesión; y una vez que esa sucesión tenga <>u 
representante, con él se deben practicar las diligencias del caso sobre pago 
de contingentes. 
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Tampoco en este caso se incurrirá en la ~anc10n del Art. 266, pues a la 
sucesión sólo se le obligará a pagar lo correspondiente de gastos sin el recar­
go del 25% y solamente con un interés del 1% mensual. 

Aquel principio existió en la legislación antigua. Decia:1 las Ordenan­
zas áe Minería: "No se ha d'e entender dividida la compañía de minas por muer­
te de al'guno de 1:JS COmJpañeros, antes •han de quedar obligados los herederos 
a seguir en ella; pero con el libre arbitrio de vender su parte en la forma 
prevenida en el artículo antecedente". (Título U, N<:l 11). 

' 

- Libre estipulación: Acabamos de estudiar la manera como el Código 
reglamenta la sociedad ordinaria. Pero toda esa reglamentación es solamen·­
te supletiva de la voluntad d~ las partes. Ya hemos visto que el Código ad­
rnite a-.;npliamente el que la so..:iedad ord:naria se dé sus propios reglamen­
tos. y entonces las reglas legales sólo entran para llenar sus deficiencias (Art. 
254). Y con mayor t·azón puede decirse esto en el ca;,o de 1as demás socieda­
des admitidas a la explotación minera y que son reconocidas por la legisla ­
ción c;vil. 

, La ley minera admite que estas últimas se rijan primero por sus estatu­
tos, en defecto de éstos por el Código Civil, y en último término, en defecto 
también de normas precisas en la ley civil, por las di~osici<mes del Código 
(Art. 252). Pero es preciso tener en cuenta este pri:lcipio: tales sociedades se 
rigen por sus estatutos y subsidiariamente por el Codigo Civil, solamente en 
lo tocante a su régimen interior, a su representación legal y a los dereehos 
y deberes de los socios entre si y con la sociedad. Porque su derec'ho m ismo 
sobre la mina se rige por el Código de la materia. (Art. 253). 

RETRACTO: 

- Lo que es y su historia: Retracto, ante la legislación de minas, es 
el derec-ho que tiene la sociedad ordi:1aria, o alguno o algunos de sus socios, 
de ser preferidos a un extraño en la venta que se hace a éste de algunas ac­
c:ones, siempre que se dé por éstas el mismo precio que pagaría el extraño, 
cuya operación está sometida a una condíción resolutoria. 

La genesis de esta institución es muy antigua y hay que buscarla en 
varios pueblos. En España hay historia de los llamados retractos de abolen­
go o de sangre, retracto de sociedad y retracto convencio:lal. Por el primer.:> 
los más próximos parientes del vendedor pueden redimir a su favor los b:e­
nes raíces de sus abuelos o sus padres, por un sentimiento de afecto, ofre­
ciendo al comprador el mismo precio que ha pagado por ellos; el retracto de 
sociedad es el derecho de un socio o de un condueño a retraer la parte e-:1 la 
cosa común que otro socio o condueño quere ven'der a un extraño, dando el 
mismo precio que éste ofrece; y el retracto convencional o venta a carta de 
gracia, es el mismo pacto de retroventa de nuestro derecho civíl. (Art. 1939). 

En otras partes existe el llamado retracto sucesora!, con base en sen­
timientos de afecto como el llama"do de abolengo : y ccnsiste este retracto en 
que los herederos pueden ratraer lo vendido por un coheredero, a fin de con­
servar bienes tradicionales en la familia. A1go semejante a los mayorazgos, 
que es el derecho de suceder en ciertos bienes de perpetuo dominio, sobre los 
cuales existe la prohibición de enajenación. 
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En la legislación mi1.1era antigua encontramos el retracto de sociedad 
en el caso de dos consocios: "cada uno de los dos ha de quedar en libertari 
de vender su parte a cualquier tercero, con solo el derecho en el compañero 
de ser preferido por el tanto". (Ordenanzas de Minería, Título 11, N<> 10). 

Contra esta institución se pronuncian a1gunos comE:ntadores del Có­
digo. pero es la verdad que ella es adoptada con frecuencia en toda clase de 
sociedades civiles y comerciales, y es la verdad también que ese principio 
·egoísta se encuentra aún en las leg:slaciones más antiguas, y que entre noso ­
tros, fuera del Código de Minas, se encuentran rastros de esa institución e1 
el Art. 2336 del C. C. 

- Comliciones deil retracto: Dice el Código que les socios pueden ena­
jenar librement~ sus dere;:hos, pero que en caso de venta deben avisarlo in­
mediatamente a la sociedad, con el fin de que si le conviene retraer los dere­
chos enajenatlos, es decir. tomarlos por el tanto, lo vel:if:que dentro de los 
quince días; y si •' ada resuelve la sociedad dentro de ese plazo, la preferen­
cia le corresponde a los so::ios, ouienes pue-den retraer de:1tro de los diez días 
contados desde que se cumplió el plazo de la siciedad, o desde que ésta mani­
festó que no retraía. (Art. 275). 

Y agrega este artículo: Toda venta hecha sin el requisitJ expresa­
do, es nula. El requisito expresado es el aviso, y el "tantc•· de que habla la 
ley, es el precio que el extraño dá por las acc:ones. 

Expresa el artículo comentado que los socios pueden enajenar sus no ­
ciones. Claro está. Pueden cederlas a cualquier título, permutarlas, vender­
las, etc. Esta es la regla geo.1era!. Pero se agrega como excepción: en caso de 
venta tiene lugar el retracto. Y para el caso de venta hablan también var·os 
articulas del Código, en forma de no quedar duda de que el retracto sólo tie­
ne lugar en el caso de V'enta, que es cuando hay precio, o sea "el tanto", pre­
cio que no existe en la donación, por ejemplo, ni en la permuta, por lo cual 
en estos casos, y en otros c<:ntratos distintos de la venta, no hay retracto. 

Naturalmente, hay manera fácil de burlar el retracto, precisamen­
te adoptando una opera<:ión distinta de la venta, como la permuta por ejemplo; 
y por es.:> l'a institución no llena su finalidad propia, su ítltima razón de ser, 
que es ¡procurar ,porque no hagan parte d-e la sociedad individuos que no están 
unidos con los socios ,p.or vír.culos d.e cc,mpañeriSlmo y de amistad, para la 
cual se busca la manera de que no ingrese a la corporación un nuevo socio 
sino con el consentimiento de los demás. Por cierto que dentro de este pen­
samiento no hay exphcadón par'a que eli retracto exista en la venta y no en 
otros c-ontratos. 

Si a la so<ciedad no le interesa el retracto,. pueden lJs socios hacer uso 
del derecho, porque con eso se cumple el pensamientú ~ntimo de la institución, 
que es procurar porque a la asociación no entren elementos indesea,bles para 
alguno o algunos de los sod~. Y si la sociedad se compusiere de dos miem­
bros, uno de ellCl'S puede retraer dentro de los quince días contados desde 
aquel en que supo la venta de s-u COJlliPañero. (Arts. 276 y 277) . 

El aviso: En qué morr.ento se da el aviso de la venta? Inmediata­
mente, dice el articulo. Inmediatamente que se vend.a? Parece que s1, y que 
la ve·nta de•be realizarse primerament~. pues así octu·re en el caso de remate, 
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donde también hay lugar al retraJCto una vez que el remate se realizó, es de­
cir, pas{l la swbasta pública y se aprobó por el juez la adjudicación en ella. 
Mas resulta grave realizar una venta por escri.tura públka, para en seguida 
dar el aviso de que habla la ley, y en caso de retracto, es decir, a poco, tener 
q!le 'Otorgar una nue-va escritura. Parece lo natural entonces que el aviso se 
diera cuand::> entre comprador y v·endedor se ha convenido en la venta. Mas 
se puede abjetar que en este caso no h3Jy venta, tratándose de inmuebles, ni 
hay, por tanto, precio. Pero en todo -caso, parece que la condición ctel aviso 
se cumple, dando éste una vez que la escritura ha sido firmada, porque de 
otra parte, si no fuera así, bien se podía tratar de una combinación maliciosa 
entre fingidos comprador y vendedor, para aparentar una venta que en rea­
lidad no existe. 

La promesa de venta qui?Já sería lo más práctico en el caso contempla­
do, por su· sencillez y porque ésta debe cumplir las condiciones esenciales de 
la venta. (Art. 89 ley 153 de 1887). 

La ley dice claramente cómo el avis::> debe ser dado: por medio de cual­
quier funcionario público, con jurisdicción politica o judicial, a solicitud dél 
vendedor, de lo cual: se levantará una diligencia. Y si e1 notificado del aviso 
estuviere ausente. ,pero se EU¡piere SU pall'adero, se le puede n.)tificar por me­
dio de un ex.hOl'to librado a aLguna autoridad de su res-id'encia, para que se 
pueda hacer uso del derecho de retracto, dentro del término señalado por 
la ley, y el de la distalllcia; y si no se supiere el paradero del que debe ser 
noti'Ciado del aviso, se le notificará por edicto publicado en el periódico ofi­
cial, y pasados dos meses desde la publicación, se entendeJ.lá hecha la notifi­
cación. (Ar t. 32 ley· 282) . 

Sobre término de la distancia de que habla este artículo, S€ debe tener 
en cuenta lo que ex¡presa el Art. 373 del C. J. 

Nulidad: Ya se vió que la venta de élJOCiones es nula cuando el 
vendedor no da a la sociedad el aviso de que trata el Art. 275; mas esa nu­
lidad se su•bsana cuando a la sociedad ha llegado la noticia de la venta, y 
aquélla no hiz.o uso del d~redho de re·traer dentro del plazo autorizado, el 
cual se contará desde que la sociedad su1po la operación. (Art. 279). 

A$Í por ej,emplo: Ju.an, vendedor, no avisó a la sociedad la venta de 
acciones que hizo a Pedro. Pero pa~·ados vm·ios días, Pedro dirigió una nota 
a la sociedad en que autoriza a alguno de los socios para que la represente 
en la próxima reunión a la cual se citó, nota en que m anifiesta que dá esa 
autori:z;ación porque ha comlprado las acciones de Juan. Así queda impuesta 
la sociedad de que Juan vendió. Y si pasado el plazo de la ley no s·e ve1ifica 
el retract::>, la nulidad de la venta desaparece. 

Resistencia del comprador: Hemos estad-O e:x~ponieudo nuestras 
ideas ·sobre el retracto, suponiendo que eiJ compl'ador de los derechos sobre 
una m ina se presta de grado a aceptar el retracto. Mas si no se presta, es de­
cir, si no acepta la exigencia de la sociedad o de los socios, qué se hace? 

El vended·or da el amso a que está obligado, y cumplíó su obligación. 
Si el aviso no se da, se puede pedir la nulidad de la operación entablando 
j~icio ordinario contra el comprador y contra el vendedor, por .Jo que parece~ 
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Cumplida la obligación d·el vendedor, queda la sociedad o quedan los 
socios que quieren retraez·, frente al comprador. Acepta éste \'Olver a la so­
ciedad o a los socios las acciones y otorgar la escritura sobre los derechos 
comprados, una vez recibiido el precio? Todo quedó entonces arreglado. Mas 
si no acepta, parece q•e ~lo quedará más camino para la sociedad o para los 
socios. que consignar en el Juzgado el precio, dentro del término legal, y pe­
dir al mismo tiempo al juez que dé OTden de que el comprador otorgue es­
cr¡tura a favor de aquélul o de éstos, según el caso, para lo cual habrá que 
seguir un juicio ordinario. 

A la época de la ex,pedición del Código de Minas regía en Ant10quia 
la ley 90 de 1866 (Código Jud icial), la cual consa.graJba en sus artículos 1312 
a 1318 un procedimiento para el caso, llamado Juicio de Retracto. M~díanle 
este procedimiento, la so<:iedad o los socios se presentaban dentro del plazo 
de que habla el Art. 273 del Código de Minas, demandando al comprador la 
cosa vendida; se c.:>tTia traslado de la demanda, y si el comprador la acepta­
ba, se decreta•ca el retracto y se ordenaba la entrega del precio y el otorga_ 
miento de la escritura respectiva; mas si el comprador no aceptaba, por cual­
quier motivo. se se-guía un juício ordinario. 

El Código Judicial de hoy no trae ningún procedimiento sobre el pal'­
ticular, y consideramos qu1e por analogía no se pueden aplicar los Art,. 1097 y 
slgu[entes, qu.e tratan del pacto de retroventa. Entonces, como ya dijimos, se 
nec-esita un juicio ordinario para cbligar al comprador de los derechos que se 
quieren retraer a que los vuelva a la sociedad o a los socios, otorgando la 
escritura correspondiente. 

Retraoto en caso d e venta pública: Hay lugar al retracto en caso 
de venta de acciones en pública subasta, porque hay precio, es decir, hay 
tanto; y el plazo para ejercitar el derecho se cuenta desde que se dicte auto 
aprobando el remate. Aq1Uí no hay necesidad de aviso. porque la ley supone 
que la sociedad y los sodos han tenido conocimiento del remate, el cual se 
anuncia por la prensa y .se hace muy publico. 

Como se ve, aquí el plazo corre desde la aprobación del remate, es de­
cir, desde que la venta pública se consuma, lo cual da pié para s.ntener que 
en el caso de venta el aviso debe dal'Se desde que se otorga la escritura de 
venta. 

Requisitos de la venta de acciones: Ya lo hemos dicho. pero con­
viene repetirlo en este sitio muy apropiado, que la venta de acciones en una 
sociedad ordinaria de minas, hay qu·e hacerla por escritura pública, pues de 
otra maner a esa venta no tendría valor, por tratarse de bienes inmuebles. 

Lesión enorme: En las Ordenanzas de Min,ería d.e Nueva España 
se encuentra una disposición muy mteresante en el título De las minas en 
compa ñía, que dice: "Si se vendiere una parte de mina, o una mina entera, 
estimada y avaluada por perito según el estado que ent:onces tenga, y después 
produjere grandes riquezas, declaro que no por ello se ha de poder rescindir 
la venta, alegándose la Je,sión enorme o enonms1ma, o restitución in integrum 
de menor, u otro semejante privilegio". (Tít. 11, 12). 

84-



Gerardo Arias Mejía 

Ncs ha parecido tan interesante este prin'Cipio, que no hemos podido 
menos de tratar sobre él, aunque parezca cosa •extraña a nuestras lecciones. 

Se trata de -esa cu-estión en el título sobre minas en compañia, .porque 
es allí precisamente dom:le se estudia lo de vel1!ta, para efecto del derecho 
de retracto. 

Por regla general t<><lo en una mina sin elaborar es aleatorio y contin­
gente. Muclho se ha adelantarlo hoy en cuanto a estu'dios preliminares, sobre 
todo en minas de aluvión; pero nr aún así los cálcu1os pueden darse como 
definitivos, ya porque el laboreo €Stá sometido a las contingencias de aguas 
y de servidumbres de t.oda índole, ya porque el precio de los metales tam~ 
bién está sometido .a los naturales vaivenes de mercados y de situaciones, ya 
.en fÍn, por'q.ue UD'la mcima consid·erad·a con razón como muy rica, puede no 
ser comercialmente explotable, por las dificultades de elruboración, aduales 
o futuras. 

De esta suerte, d•~finir que htl(bo engaño al momento de la compra, es 
cosa difícil, si no impotSiible. 

El' caso es distintq tratándose de venta d·e oc'Ciones en minas de franca 
e:¡qplotación, donde ya sf pueden ·existir datos IDUIY ciertos para fijar el precio 
y para sabe!' en un momento dado que hulbo un claro engaño, y donde puede 
estar muy alejado el el•emel1!to contingencia. 

Gerardo ARIAS MEJIA 
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